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A LA MESA DEL CONGRESO DE LOS DIPUTADOS

EL GRUPO PARLAMENTARIO VASCO (EAJ-PNV), al amparo de lo establecido en el artículo 109 y siguientes del vigente Reglamento del Congreso de los Diputados, presenta la siguiente enmienda a la totalidad de devolución del Proyecto de Ley de garantía de la unidad de mercado. (121/000056)
Congreso de los Diputados, 19 de septiembre de 2013

EL PORTAVOZ

AITOR ESTEBAN BRAVO 


El Grupo Vasco (EAJ-PNV) presenta esta enmienda como oposición a los fundamentos constitucionales en que se basa el proyecto de Ley y, en concreto, en la quiebra de los criterios de reparto competencial establecidos en el bloque de constitucionalidad relativos al equilibrio que debe darse entre la unidad de mercado y la diversidad regulatoria.
JUSTIFICACION

La enmienda presentada tiene básicamente como fundamento la misma justificación que la que consta en las conclusiones del Informe que el Consejo General del Poder Judicial elabora sobre el texto ahora enmendado y en lo señalado por el Voto Particular que se formula al Dictamen del Consejo de Estado cuando cuestiona la constitucionalidad del crucial artículo 17 del Proyecto de Ley.


Así, en el primero se dice que “conforme a la doctrina elaborada por el Tribunal Constitucional, el principio de unidad de mercado es corolario del orden económico único que debe regir en todo el Estado. Dicho principio garantiza que el reparto competencial entre el Estado y las Comunidades Autónomas no conduzca a resultados disfuncionales y desintegradores en materia económica, que puedan obstaculizar la libertad de circulación de bienes, capitales, servicios y mano de obra, así como la igualdad básica en el ejercicio de la actividad económica.


No obstante, igualdad de mercado no equivale a la uniformidad del mismo; de ahí que la compatibilidad entre los principios de unidad económica y diversidad jurídica justifique que la normativa autonómica pueda establecer regulaciones singularizadas en aquella materia, siempre que éstas no excedan de su ámbito competencial, resulten adecuadas a la finalidad legítima perseguida y, en todo caso, quede salvaguardada la igualdad básica de todos los ciudadanos y la libre circulación de bienes y personas a que se refiere el artículo 139.2 de la Constitución.”

Tal doctrina se contiene, por todas en las SSTC 1/92; 88/86; 64/90; y 96/2002, y en las que en ellas se citan.

Añade a continuación el Consejo General del Poder Judicial que “la regulación que ofrece el Anteproyecto sobre el principio de eficacia general en todo el territorio nacional (artículos 19 y 20), las actuaciones que limitan la libertad de establecimiento y libertad de circulación (principalmente los apartados b, c y f del artículo 18.2) y en materia de supervisión de los operadores económicos (artículo 21), confiere un posición manifiestamente prevalente a la normativa y autoridades del lugar de origen, es decir del territorio donde el operador económico se haya establecido, en detrimento de la regulación propia y de las Administraciones públicas del lugar donde se va a desarrollar la actividad económica (lugar de destino).

Este modelo implica que la normativa del lugar de origen se proyectará más allá del ámbito territorial que le es propio. Además, puede dar lugar a situaciones de desigualdad material entre operadores económicos que realicen una determinada actividad en un mismo territorio, pues mientras quienes se hayan establecido en un lugar de origen distinto del de destino quedarán sujetos al régimen jurídico del lugar de procedencia - que puede ser menos severo que el del lugar de destino-, mientras que para aquellos operadores para los que el lugar de origen y destino sea coincidente, necesariamente quedaran sujetos al único régimen jurídico que les es aplicable.

A la vista de lo expuesto, se estima que de mantenerse la proyectada regulación, la compatibilización entre el principio de unidad económica y la diversidad normativa a que hace referencia la doctrina constitucional puede quedar en entredicho.”


A lo dicho por el Consejo General del Poder Judicial hemos de agregar lo también señalado por el Voto Particular que se formula al Dictamen del Consejo de Estado cuando cuestiona la constitucionalidad del crucial artículo 17 del Proyecto de Ley, por “atentar(r) muy gravemente tanto contra la autonomía constitucional de las Comunidades Autónomas como contra la lógica de la protección de múltiples bienes constitucionales que otras leyes y reglamentos estatales han perfilado cuidadosamente.”. Llegándose a tan radical conclusión de inconstitucionalidad respecto al citado artículo 17 del Proyecto porque a través del mismo se “diseña un mercado único español que difiere del europeo, creando de hecho a través del artículo 17 dos mercados distintos: el puramente español (artículos 138 y 139 de la Constitución) y el mercado interno europeo (sistema del Tratado de Funcionamiento de la Unión, en adelante TFUE) con los riesgos de innumerables conflictos que ello supone. Pero con independencia de esos riesgos, juicio de oportunidad que el Gobierno debería tener muy en cuenta, lo cierto es que, ese mercado interno español se coloca como una especie de regulación quasi constitucional que sujeta todo el ordenamiento a un filtro que atenta contra bienes constitucionales y suprime la autonomía constitucional. Si ello se quiere realmente hacer, ese mercado interno sí que está sujeto a la Constitución y a otros tratados internacionales [así como al resto del Derecho europeo] y, por tanto, debe ajustarse al sistema constitucional de distribución de competencias y las exigencias de otros preceptos de la Constitución”.


Es clave pues el meritado artículo 17, ya que el mismo no recoge todas las “razones imperiosas de interés general” que pueden legítimamente limitar el mercado, sin perjuicio de la aplicación a esos límites de los principios de no discriminación, necesidad  –o en su caso de precaución (que, por cierto, tampoco consta en el proyecto)-  y proporcionalidad. Con ello se diseña un sistema de unidad de mercado paralelo al establecido en el Estado a través de la Ley 17/2009 que traspuso la Directiva de servicios 2006/123/CE, y en le que no se cohonesta equilibradamente la unidad de mercado con la legítima diversidad reguladora. 


A los efectos señalados el Voto Particular señala que: “esta afirmación y mandato del artículo 17.1 de que sólo cabe someter a autorización alguna medida que refine o limite el mercado [si su objetivo son el orden público, la seguridad pública, la salud público o la protección del medio ambiente, pero no si la medida va orientada a fortalecer la protección de la salud y vida de los animales; la preservación de los vegetales; la protección del patrimonio artístico, histórico o arqueológico nacional; la protección de la propiedad industrial y comercial; la protección del consumidor, la mejora de las condiciones de trabajo incluso en ausencia de consideraciones relativas a la salud; el mantenimiento de la diversidad de los medios de comunicación (a raíz de una sentencia prejudicial relativa a la prohibición austriaca de las publicaciones que ofrecen a los lectores la posibilidad de participar en juegos con premios); el equilibrio financiero del sistema de la seguridad social; la seguridad viaria; lucha contra la delincuencia; o el bienestar de los animales (bastante más amplio que sanidad animal...], supone crear un mercado nacional, privando de competencias a las CCAA y cuestionando el resto de los poderes del propio Estado.

Así pues, si en el mercado español se pretende que quienes tienen la competencia en todas esas 12 áreas y que conforme a derecho de la Unión podrían incluso adoptar medidas de prohibición (las propias Cortes Generales en otras leyes; el Gobierno en múltiples reglamentos o las CAA y entidades locales en su ámbito competencia¡) no puedan someter las conductas de los operadores económicos que potencialmente atentan contra esos 12 intereses generales a la técnica de la autorización, que es exactamente lo que dice el artículo 17, el sistema es flagrantemente inconstitucional.


Si en la UE los Estados entienden que, por mucho que haya mercado interior, ellos en principio, en uso de su soberanía, pueden para la defensa de esos intereses generales, prohibir o someter a control proporcional actividades concretas y por eso el derecho de la Unión cede ante ellos (salvo que por quorum muy reforzado los Estados decidan aproximar, caso por caso, sus legislaciones), ello implica que, no exigiéndolo el derecho de la Unión, esas potestades del Estado, Comunidades Autónomas y entes locales, sólo se pueden limitar aplicando la Constitución y será el Estado caso por caso y desde fuego, las CCAA o las entidades locales cuando la Constitución y las leyes les hayan atribuido la competencia de defensa de esos intereses generales, quienes tengan que decidir si es proporcionado o no decidir si es proporcionado o no prohibir, o someter a autorización las actividades contrarias a los mismos de que se trate.

Una norma general y abstracta que, como hace el artículo 17 del anteproyecto, diga que queda prohibido someter a autorización actividades que atentan contra cualquiera de esos restantes 12 principios, con independencia de su carencia total de sentido común, es, lisa y llanamente, inconstitucional.”


En el mismo sentido que acabamos de exponer, en cuanto  a la creación por este Proyecto de un sistema de unidad de mercado paralelo al establecido en el Estado a través de la Ley 17/2009 que traspuso la Directiva de servicios 2006/123/CE, nos encontramos con preceptos tales como los apartados 1 y 3 del artículo 19. En ellos se establece el principio de que un operador económico legalmente establecido en un lugar del territorio español (lugar de origen) podrá ejercer su actividad en todo el estado (lugar de destino) aún cuando en el lugar de origen “la actividad económica no está sometida a requisitos en dicho lugar”(apartado 1), añadiéndose además que esa libertad de ejercicio del operador económico en territorios distintos al de origen carente de regulación o requisitos no se ve enervada por que en el lugar de destino exista una regulación o requisitos distintos. Los artículos 9.1; 14.2 b) y 21.2 de la Ley 17/2009, anteriormente citada permiten al lugar de destino incorporar o adicionar requisitos cuando en el lugar de establecimiento (lugar de origen) no se haya adoptado ninguna medida, sin perjuicio de la aplicación a esos límites de los principios de no discriminación, necesidad  –o en su caso de precaución (que, por cierto, tampoco consta en el proyecto)-  y proporcionalidad. Tal y como ya hemos expuesto anteriormente.

En otro orden de cosas también es reseñable el rechazo que el Proyecto ha suscitado, y que compartimos, respecto a determinadas regulaciones procesales, tales como el establecimiento de un procedimiento judicial preferente para la tutela de la unidad de mercado parangonable con el de protección jurisdiccional de los derechos fundamentales, cuando hay un obvio diferente valor entre ambos bienes jurídicos. 


También hemos de mostrar nuestro rechazo a la proyectada atribución a la Sala de lo Contencioso-Administrativo de la Audiencia Nacional del conocimiento de todos los recursos entablados por la Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia ya que ello supone “una notable mutación de la sistemática seguida por la LJCA en materia competencial … y que estatu(ye) un fuero …extravagante a la sistemática hoy vigente.“

Asimismo tampoco compartimos, junto con el Consejo de Estado que cuando el recurso Contencioso administrativo se interponga a solicitud del operador económico, el plazo de dos meses previsto para la interposición del citado recurso comience a contar desde la presentación de la solicitud ante la Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia y sin que se haya establecido un plazo para la presentación de la solicitud ante el citado organismo (según nueva redacción que se pretende al artículo 127 bis 2 de la Ley de la Jurisdicción Contencioso-administrativa,) quedando así el "dies a quo" del cómputo del plazo absolutamente indeterminado.


Por último, y sin ánimo exhaustivo, hemos de manifestar nuestro rechazo sobre la  injustificada previsión, de suspensión automática y sin fianza que se concede a la Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia cuando solicite esa medida cautelar , “que de modo tan radical altera el régimen jurídico vigente en materia de suspensión (cautelar)” de las disposiciones y actos administrativos recurridos en sede jurisdiccional; alterando a su vez, sustancialmente, el principio de ejecutoriedad de los actos administrativos reconocido en el artículo 34 de la Ley 30/92…así como la eficacia de las normas jurídicas tras su publicación” tal y como se expresa el Consejo General del Poder Judicial.


En definitiva, este Grupo Parlamentario manifiesta su total rechazo al Proyecto de Ley debatido y por la principal razón de estarse creando un  mercado paralelo al ya existente dentro de la Unión. Si lo que se quería era armonizar aquellos servicios –incorporando incluso productos- que al día de hoy no se encuentran dentro de la denominada Directiva de Servicios,  lo que procede, con los matices oportunos, es ampliar el ámbito de aplicación , en lo que fuera menester, de la Ley 17/2009, conocida familiarmente como “ley paraguas”, y sobre la que ya hay construido un suficiente consenso político, económico y social.
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